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DAÑOS Y 
PERJUICIOS 
 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el 

Juez Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

La Sra. Ignacia Jaime Rosario (peticionaria) por sí y en 

representación de su hijo menor de edad, Leandro García Jaime 

(hijo) nos solicitó que revoquemos una Orden (Orden) emitida, por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI). La Orden 

fue emitida el 11 de agosto de 2016 y notificada el 12 de agosto de 

2016. Mediante dicho dictamen el TPI declaró No Ha Lugar la 

Moción Urgente Solicitando Suspensión de Juicio presentada por la 

peticionaria.   
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Luego la peticionaria presentó una Moción de 

Reconsideración la cual fue denegada por el TPI.  

Cónsono con lo anterior, resolvemos acoger el recurso de 

apelación presentado, con el mismo número alfanumérico, 

como uno de certiorari. Así acogido y con el beneficio de la 

comparecencia de las partes, se expide el auto de certiorari y 

revocamos la determinación del TPI.  

A continuación, expondremos una breve síntesis de los 

hechos que dieron lugar al recurso de epígrafe.  

I. 

Los hechos que dan lugar a este caso, surgieron, en síntesis, 

cuando el 13 de febrero de 2014 la peticionaria presentó una 

Demanda contra el Municipio de San Juan (co-recurrida) alegando 

que como consecuencia de la negligencia del personal médico del 

CDT de Río Piedras (CDT) en los días 17 y 19 de febrero de 2013; 

su hijo perdió uno de sus testículos por razón de una torsión 

testicular no diagnosticada por el personal médico del CDT.    

Posteriormente, en diciembre de 2015 y estando el caso para 

la celebración de juicio, se le permitió a la co-recurrida, el 

Municipio de San Juan traer como tercera Demandada a Medical 

Pharmacy & Laboratory Administrative Services Corp. (co-

recurrida Medical Pharmacy), aun cuando había concluido el 

descubrimiento de prueba.  

El 6 de abril de 2015 Medical Pharmacy compareció sin 

someterse a la jurisdicción y el 30 de abril trajo como demandados 

al Dr. Aníbal Peterson y al Dr. Víctor Font (co-recurridos).  

Luego, el 8 de mayo de 2015, la co-recurrida Medical 

Pharmacy contestó la demanda de  tercero. Asimismo, el 20 de 

mayo de 2015 la tercera demandada, Puerto Rico Medical Defense 

contestó la demanda de tercero. 
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El 4 de septiembre de 2015, la co-recurrida Medical 

Pharmacy presentó una demanda contra tercero enmendada. El 2 

de octubre de 2015, el co-recurrido, el Dr. Aníbal Peterson 

presentó una Contestación a la Demanda y posteriormente le fue 

anotada la rebeldía.  

Así pues, el 30 de junio de 2015, se presentó un Informe de 

Conferencia con Antelación al Juicio y el caso quedó señalado para 

vista en su fondo para el 19 y el 31 de agosto y dos fechas más en 

el mes de septiembre.  

Finalmente, para agosto de 2016 la peticionaria advino en 

conocimiento al comunicarse con su abogado que, del resultado de 

una prueba realizada a su hijo, Leandro García, el 27 de julio de 

2016 reflejaba un contaje de espermatozoides. Alegó que la prueba 

se le realizó a su hijo el 27 de julio de 2016, que ésta arrojó un 

contaje bajo en espermatozoides y que el urólogo ordenó al menor 

realizar otro contaje dentro de tres meses.    

Conforme a lo anterior, el 10 de agosto de 2016, la 

peticionaria presentó ante el TPI una Moción Urgente Solicitando la 

Suspensión de Juicio. Requirió que se suspenda el juicio hasta 

tanto el menor se pudiera realizar el laboratorio ordenado y se 

esclarezca el motivo por el cual el menor reflejó un conteo bajo de 

espermatozoides para así determinar si dicha razón está 

relacionada a la reclamación en autos.  

El 11 de agosto de 2016, con notificación del 12 de agosto de 

2016, el TPI emitió una Orden mediante la cual declaró no ha lugar 

la Moción Urgente Solicitando la Suspensión de Juicio presentada 

por la peticionaria. El TPI razonó que: 

“[e]l fundamento constituye una enmienda a las 

alegaciones, traída a nuestra atención a ocho días del 
inicio de la Vista en su Fondo, calendarizada ya en dos 

ocasiones”. 
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Insatisfecha, el 16 de agosto de 2016, la peticionaria 

presentó una moción de reconsideración la cual fue denegada el 17 

de agosto de 2016 y notificada el 18 de agosto de 2016. 

Inconforme, el 29 de agosto de 2016 la peticionaria presentó 

una Petición de Certiorari. Esbozó como error que: 

“PRIMER ERROR: ERRÓ EL TPI AL DECLARAR 
NO HA LUGAR LA MOCIÓN SOLICITANDO 

SUSPENSIÓN DE JUICIO Y ABUSAR DE SU 
DISCRECIÓN AL ORDENAR LA CONTINUACIÓN DEL 

JUICIO EN SU FONDO, SIN CONSIDERAR QUE 
HABÍA SURGIDO EVIDENCIA NUEVA QUE 
JUSTIFICABA SE PARALIZARA EL MISMO”.  

 
Igualmente, el 29 de agosto de 2016, la peticionaria presentó 

ante este foro una Solicitud de Orden en Auxilio de Jurisdicción 

Solicitando Paralización de Juicio en Tribunal Primera Instancia.   

El 29 de agosto de 2016, este Tribunal emitió una Resolución 

mediante la cual declaró No Ha Lugar la Solicitud de Auxilio de 

Jurisdicción presentada por la peticionaria, ya que no se cumplió 

con la notificación simultánea que establece nuestro Reglamento. 

Además, concedió a los recurridos hasta el 30 de agosto de 2016 

en o antes de las 2:00 p.m. para que presentaran su posición.  

Conforme a lo anterior, el 30 de agosto de 2016, los co-

recurridos presentaron una Réplica a Petición de Certiorari. 

Examinado el expediente con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, procedemos a exponer el derecho 

aplicable a los hechos de este caso. 

II. 

A. 

El recurso de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir 

un error de derecho cometido por un tribunal de menor  jerarquía. 

Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913 (2009).  El Tribunal de 

Apelaciones tiene la facultad para expedir el auto de certiorari de 
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manera discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios.  

Con el fin de que podamos ejercer de forma sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que para ello 

debemos considerar. García v. Padró, 165 DPR 324 (2005).  Éstos 

son:  

“A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  
 

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
 
D.  Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 

E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  

 
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio. 

 
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia”. 4 LPRA Ap. XXII-

B, R. 40. 
 
Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de nuestra discreción como tampoco se trata de una lista 

exhaustiva. García Morales v. Padró Hernández, supra. La norma 

vigente es que un tribunal apelativo sólo intervendrá con las 

determinaciones interlocutorias discrecionales procesales del TPI 

cuando éste haya incurrido en arbitrariedad, pasión, prejuicio o 

parcialidad, o en un craso abuso de discreción o en una 

interpretación o aplicación errónea de cualquier norma procesal o 
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de derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 

581 (2009); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717-719 

(2007); In re Ruiz Rivera, 168 DPR 246, 252-253 (2006); García v. 

Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1 

(2005); Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 151 DPR 649, 664 

(2000); Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170, 181 (1992); Lluch v. 

España Services Sta., 117 DPR 729, 745 (1986); Valencia Ex Parte, 

116 DPR 909, 913 (1986). 

Para determinar si es el momento apropiado para nuestra 

intervención como foro apelativo, nos corresponde evaluar la 

corrección y razonabilidad de la decisión recurrida y la etapa del 

procedimiento en que se produce. Este análisis también requiere 

determinar si nuestra intervención ocasionaría un fraccionamiento 

indebido o la dilación injustificada del litigio. Por último, debemos 

recordar que este recurso es de carácter discrecional y que debe 

ser utilizado con cautela y solamente por razones que lo ameriten. 

Negrón v. Secretario de Justicia, 154 DPR 79 (2001), Torres 

Martínez v. Torres Ghiliotty, 175 DPR 83, 91 (2008). 

Es imperativo resaltar que la acción de un tribunal apelativo 

denegando un auto de certiorari, no prejuzga los méritos del asunto 

o la cuestión planteada, y esta puede ser reproducida nuevamente 

mediante el correspondiente recurso de apelación. 

Consecuentemente, la parte afectada por la decisión que 

finalmente tome el Tribunal de Primera Instancia no queda privada 

de la oportunidad de presentar ante este foro apelativo los 

planteamientos que entienda procedentes una vez culmine el 

trámite ante el foro de primera instancia.  Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, Id., pág. 98; García v. Padró, supra, pág. 336. 

B. 

Por otro lado, debemos apuntar que la Regla 13.2 de 

Procedimiento Civil establece lo relativo a las enmiendas para 
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conformar las alegaciones con la prueba. La misma lee que:  

“[c]uando con el consentimiento expreso o implícito de 
las partes se sometan a juicio cuestiones no 

suscitadas en las alegaciones, aquéllas se 
considerarán para todos los efectos como si se 
hubieran suscitado en las alegaciones. La enmienda a 

las alegaciones que sea necesaria para conformarlas a 
la evidencia a los efectos de que las alegaciones 
reflejen las cuestiones suscitadas, podrá hacerse 

mediante una moción de cualquiera de las partes en 
cualquier momento, aun después de dictarse 

sentencia; pero la omisión de enmendar no afectará el 
resultado del juicio en relación con tales cuestiones. Si 
se objeta la evidencia en el juicio por el fundamento de 

ser ajena a las cuestiones suscitadas en las 
alegaciones, el tribunal podrá permitir las 

enmiendas, siempre que con ello se facilite la 
presentación del caso y la parte que presente la 
enmienda demuestre justa causa por la cual no 

pudo presentar la enmienda en el momento 
oportuno del proceso y que la admisión de tal 
prueba no perjudicará la reclamación o defensa de 

la otra parte. Al resolver la moción, el tribunal 
tomará en consideración el efecto de la enmienda 

sobre el resultado del caso y el perjuicio que le 
causa a la parte que se opone a la suspensión o 
continuación de la vista. En todo caso en que haya 

alguna parte en rebeldía por falta de comparecencia se 
estará a lo dispuesto en las Reglas 42.4 y 67.1”. 
(Énfasis Nuestro). 

 
Por su parte, en Mayagüez Hilton Corp. v. Betancourt , 156 

DPR 234 (2002) nuestro Tribunal Supremo expresó que: 

“[e]n efecto, la Regla 13.2 de las de Procedimiento 
Civil, 32 L.P.R.A Ap. III, dispone para que, aún en el 

supuesto de ausencia de una enmienda formal, 
"[c]uando con el consentimiento expreso o implícito de 
las partes se someta a juicio cuestiones no suscitadas 

en las alegaciones, aquellas se considerarán a todos 
los efectos como si se hubieran suscitado en las 

alegaciones." (Énfasis nuestro.)  
Entendemos que dicho supuesto es aplicable a 
situaciones en las cuales se hacen nuevas 

alegaciones durante el juicio o la vista en su fondo, 
más no a situaciones como la de autos, cuyos hechos 
y controversias fueron evaluados y adjudicados 

sumariamente” (Énfasis Nuestro). 
 

Por último, debemos recordar que la acreditación de la justa 

causa le impone una carga considerable a los abogados y a las 

partes que estén obligados a demostrarla. Se ha afirmado que "[l]a 

acreditación de justa causa se hace con explicaciones concretas y 

particulares -debidamente evidenciadas en el escrito- que le 

javascript:getContent('////25254.cloud.storage.gogrid.com//25254//nas//download//DPR//156//156DPR234.doc',%20'%5bREGL,%20132,%20PROCED,%20CIVIL%5d')
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permitan al tribunal concluir que hubo una excusa razonable para 

la tardanza o la demora. Las vaguedades y las excusas o los 

planteamientos estereotipados no cumplen con el requisito de 

justa causa...Si se permite que la acreditación de la justa causa se 

convierta en un juego de mero automatismo en el que los abogados 

conjuran excusas genéricas, carentes de detalles en cuanto a las 

circunstancias particulares que causaron la tardanza en cumplir 

con el término, se trastocaría todo nuestro ordenamiento jurídico. 

De esa manera se convertirían los términos reglamentarios en 

metas amorfas que cualquier parte podría postergar”. Soto Pino v. 

Uno Radio Group, 189 DPR 84  (2013). 

III. 

En el caso de autos, la peticionaria manifestó como error que 

el TPI declaró no ha lugar la moción solicitando la suspensión del 

juicio presentada por ésta; y abusó de su discreción al ordenar la 

continuación del juicio en su fondo sin considerar la nueva 

evidencia que justificaba que se paralizara el mismo. Le asiste la 

razón a la peticionaria. Veamos.  

Como mencionáramos anteriormente, la Regla 13.2, supra,  

claramente apunta que el tribunal podrá permitir las enmiendas, 

siempre que se facilite la presentación del caso y la parte que 

presente la enmienda demuestre justa causa por la cual no pudo 

presentar la enmienda en el momento oportuno del proceso y que 

la admisión de tal prueba no perjudicará la reclamación o defensa 

de la otra parte. Igualmente, el tribunal tomará en consideración el 

efecto de la enmienda sobre el resultado del caso y el perjuicio que 

le causa a la parte que se opone a la suspensión o continuación de 

la vista. 

En el caso de autos, el juicio comenzó el 19 de agosto de 

2016, sin embargo del expediente surge que al menor Leandro 

García se le entregaron unos resultados de laboratorio el 27 de 
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julio de 2016 y ese mismo día la representación legal de la 

peticionaria le informó a esta que los exámenes de laboratorio 

revelaron que el menor tenía un contaje de espermatozoides más 

bajo de lo normal, razón por la cual le ordenaron otro examen para 

medir el conteo de espermatozoides dentro de tres meses. 

Posteriormente y oportunamente, el 10 de agosto de 2016 la 

peticionaria mediante moción, solicitó la suspensión del juicio, 

ocho días antes del inicio de la Vista en su Fondo. Cónsono con lo 

anterior, entendemos que es razonable y oportuna la solicitud de la 

peticionaria de que se suspenda el juicio hasta que se permita 

repetir el contaje de espermatozoides del menor lo cual sin duda 

alguna podría repercutir en la determinación de si dicha condición 

está relacionada o no a las reclamaciones en este caso. Por lo 

tanto, nos parece que en este escenario la peticionaria demostró 

justa causa y que la misma no demoró en hacer su reclamo 

oportunamente. Además, las alegaciones generalizadas 

mencionadas por los co-recurridos de los perjuicios que le podría 

causar la suspensión del juicio no convencen a este tribunal. 

Tampoco vemos la magnitud del efecto adverso que podría tener 

nuestra determinación sobre el resultado del caso. Por ello, y en 

aras de facilitar la presentación del caso de acuerdo al mandato de 

la Regla 13.2 de Procedimiento Civil, supra, nos parece razonable 

la suspensión del juicio. 

Así pues, la función de un tribunal apelativo en la revisión 

de controversias como la que nos ocupa, requiere que se determine 

si la actuación del TPI constituyó un abuso de discreción en la 

conducción de los procedimientos ante sí. A nuestro juicio, 

entendemos que el TPI sí incidió en el error señalado ya que la 

nueva evidencia de las pruebas podría incidir directamente en la 

reclamación por daños y perjuicios incoada por la peticionaria en 

representación de su hijo menor de edad. 
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En consecuencia,  corresponde expedir el auto de certiorari, 

revocar la determinación del TPI y devolver el asunto al foro 

primario para que continúen los procedimientos en este caso de 

acción en daños y perjuicios.     

IV. 

Por lo antes expuesto, procede que expidamos el auto de 

certiorari y revoquemos la determinación del TPI. Asimismo, se 

devuelve el caso al TPI para que continúen los procedimientos. 

Notifíquese  inmediatamente  por fax, correo electrónico o 

teléfono y, posteriormente, por correo ordinario. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

  

              DIMARIE ALICEA LOZADA  

                                         Secretaria del Tribunal de Apelaciones  
 


